
 

 

JUZGADO DE 1ª INSTANCIA Nº 26 DE MADRID 
Calle del Poeta Joan Maragall,  66 , Planta 4 - 28020 
Tfno: 914932787 
Fax: 914932789 
 
42020310 

NIG: 28.079.00.2-2020/0097217 
Procedimiento: Procedimiento Ordinario 598/2020 
Materia: Contratos en general 
 
Demandante: MAP EXITO E INVERSIONES, .S.L. 
PROCURADOR D./Dña. MIRIAM RODRIGUEZ CRESPO 
Demandado: D./Dña. GUADALUPE LOPEZ LA CALLE 
PROCURADOR D./Dña. MARIA DEL CARMEN MADRID SANZ 
 

SENTENCIA  Nº  125/2022 
 

JUEZ/MAGISTRADO- JUEZ: D./Dña. JORGE JOSE MORENO GONZALEZ 
Lugar: Madrid 
Fecha: dieciséis de marzo de dos mil veintidós 
 

DON JORGE MORENO GONZÁLEZ, Magistrado-Juez del Juzgado de Primera 
Instancia nº 26 de Madrid, habiendo visto y examinado los presentes autos de JUICIO 

ORDINARIO registrado con el nº 598/2020 instado por MAP ÉXITO E 
INVERSIONES S.L., representado por la Procuradora Sra. RODRÍGUEZ CRESPO y 
asistido por el Letrado Sr. GARCÍA-VIDAL ESCOLA contra DOÑA GUADALUPE 
LÓPEZ DE LA CALLE representada por la Procuradora Sra. MADRID SANZ y 
asistida por el Letrado Sr. SAIZ NICOLÁS. 
 

- ANTECEDENTES DE HECHO - 
 
      PRIMERO:  Por la Procuradora Sra. RODRÍGUEZ CRESPO en nombre y 
representación de MAP ÉXITO E INVERSIONES S.L., se formuló demanda contra 
DOÑA GUADALUPE LÓPEZ DE LA CALLE en solicitud de resolución de contrato de 
compraventa de vivienda y devolución de la cantidad entregada a cuenta por causa de esta 
compraventa interesando la resolución del contrato privado de compraventa de fecha 
5/7/19 y que se condene a la demandada a estar y pasar por esa declaración y a devolver 
los 34.500 Euros que recibió en concepto de anticipo a cuenta del precio, con los 
intereses legales a contar desde la fecha de interposición de demanda, y con carácter 
subsidiario, que se declare que la demandada se ha enriquecido injustamente, y se la 
condene  a devolver los 34.500 Euros que recibió en concepto de anticipo a cuenta del 
precio, con los intereses legales a contar desde la fecha de interposición de demanda y 
costas. 
 

SEGUNDO: Se admitió a trámite la demanda y emplazada la demandada, 
contestó en tiempo y forma oponiéndose a la demanda. 
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TERCERO: En el presente procedimiento se convocó a las partes a Audiencia 
Previa y posterior Juicio, el que tuvo lugar el día señalado con el resultado que se 
recoge por medio del sistema de grabación y reproducción de la imagen y sonido de 
conformidad con lo previsto en el artículo 147 y Disposición Adicional 3ª de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 
 

CUARTO: En la sustanciación del presente juicio se han observado las 
prescripciones legales. 
 
 

- FUNDAMENTOS DE DERECHO - 

       
PRIMERO: Se ejercita en la demanda acción de solicitud de resolución de 

contrato de compraventa de vivienda y devolución de la cantidad entregada a cuenta por 
causa de esta compraventa, interesando con carácter principal la resolución del contrato 
privado de compraventa de fecha 5/7/19 y que se condene a la demandada a estar y 
pasar por esa declaración y a devolver los 34.500 Euros que recibió en concepto de 
anticipo a cuenta del precio, y con carácter subsidiario, que se declare que la demandada 
se ha enriquecido injustamente, y se la condene  a devolver los 34.500 Euros que 
recibió, señalando en la demanda que el 5 de julio de 2019 Map Éxito e Inversiones SL y 
Dª Guadalupe López de la Calle firmaron un contrato privado de compraventa de 
vivienda con precio aplazado de 345.000 Euros, que en el acto de la firma del contrato se 
entregó como anticipo a cuenta la cantidad de 34.500 Euros, que la vendedora no 
cumplió sus obligaciones como el levantamiento de la carga hipotecaria, ni hallarse al 
corriente de pago de la Comunidad de propietarios ni con el certificado de eficiencia 
energética, tampoco lo exhibió ni estar al corriente de pago del IBI y puso trabas para que 
la actora, que había adquirido la vivienda contemplando la posibilidad de escriturarla a 
nombre de tercera persona, acudiera al piso, y de hecho, la demandada continúa 
habitando la vivienda con sus muebles pese a que fue emplazaba para que el día 31 de 
diciembre de 2019 compareciera en la Notaría con objeto de otorgar la escritura de 
compraventa y pago del precio, compareciendo pero sin otorgarse la escritura por su 
voluntad. 
Se admitió a trámite la demanda y emplazada la demandada, contestó en tiempo y forma 
oponiéndose a la demanda indicando que el contrato suscrito también incorpora otro 
anexo que se refiere particularmente al abono de la cantidad económica entregada a la 
firma del mismo, en concreto “arras  compra piso calle Alcalde Sainz de Baranda 58, 1º 
dcha. Madrid”, sin que se entregara como anticipo a cuenta del precio de compra los 
34.500 euros por tanto, pues dicho abonó se efectuó como “arras”, así como que la 
fijación del plazo fue esencial  en la cláusula tercera del contrato (TERCERA.- La 
Escritura Pública de compraventa será otorgada a favor de MAP... en un plazo máximo 
hasta el 15 de diciembre de 2019”),  prestando su consentimiento a las visitas pero 
como la operación especulativa no les salió pese a intentarlo transcurrió todo el plazo 
máximo dado en el contrato sin atender al cumplimiento y compra de la vivienda, por lo 
que la demandada  tuvo que notificarle ya que había excedido el plazo sin atender a 
comprar la vivienda, incluyendo el transcurso del plazo siguiente en el cual los 
compradores pretendían novar el contrato, y añadiendo que, respecto la hipoteca, la 
demandada  en ningún momento se obligó a levantar la carga y negando los otros 
incumplimientos aludidos como Comunidad de Propietarios o el certificado energético o 
el recibo del IBI, siendo lo relevante que los compradores no han comprado la vivienda 
ni cumplido el contrato firmado con ella, sin que en la Notaría se le exhibiera ningún 
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documento ni se le ofreciera pago, más que un adelanto en su caso si quería novar el 
contrato privado y otorgarles más plazos. 
 

SEGUNDO: En primer lugar  conviene partir del concepto y clases de arras, 
citando entre otras, Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección1ª), Sentencia núm. 

581/2013 de 26 septiembre, “ La cuestión, como se ha apuntado, que se plantea no es 
la resolución, que es indiscutible conforme al  artículo 1504   del  Código civil  ( LEG 
1889, 27 )   partiendo del impago del precio, sino el pacto que ha sido transcrito, que es 
el de arras.  No se discute que sean confirmatorias , pues todas las arras lo son, al 
acreditar la perfección del contrato de compraventa y que las simplemente 
confirmatorias constituyen una señal o parte del precio (  sentencias de 4 marzo 1996  
(RJ 1996, 1996)  y  17 octubre 1996  (RJ 1996, 7505)  ). Tampoco son arras penales que 
tienen naturaleza de cláusula penal y así lo expresan las  sentencias del 25 octubre 2006  
(RJ 2006, 6704)  , 27 octubre ,  uno de diciembre de 2011  (RJ 2012, 27)  , en estos 
términos: La calificación de esta cláusula es clara: es una cláusula penal que se impone 
a la vendedora, caso de que incumpla y no entregue el inmueble libre de ocupantes. Se 
puede calificar de arras penales que no son sino una cláusula penal, por la que la parte 
puede exigir el cumplimiento de la obligación y sólo en caso de incumplimiento, exigir 
que se ejecute dicha cláusula; en ningún caso aparece formulada como las arras de 
desistimiento que prevé el  art. 1454   del Código Civil . Se trata de la clásica y exacta 
definición de las arras penitenciales, que no llevan a otra cosa que a la obligación 
facultativa: puede cumplir o pagar lo pactado, como opción del deudor. Así se 
pronuncian las  sentencias del 24 octubre 2002  (RJ 2002, 8974)  ,  24 marzo 2009  (RJ 
2009, 1660)  ,  29 junio 2009  (RJ 2009, 4762)  : Ante la imposibilidad de dar un 
concepto unitario de las arras, la doctrina moderna distingue las siguientes modalidades 
de ellas: a) Confirmatorias. Son las dirigidas a reforzar la existencia del contrato, 
constituyendo una señal o prueba de su celebración, o bien representando un principio 
de ejecución. b) Penales. Su finalidad es la de establecer una garantía del cumplimiento 
del contrato mediante su pérdida o devolución doblada, caso de incumplimiento. c) 
Penitenciales. Son un medio lícito de desistir las partes del contrato mediante la pérdida 
o restitución doblada. Esta última es la finalidad reconocida por el artículo 1454. Siendo 
doctrina constante de la jurisprudencia la de que las arras o señal que, como garantía 
permite el artículo 1454, tienen un carácter excepcional que exige una interpretación 
restrictiva de las cláusulas contractuales de las que resulte la voluntad indubitada de las 
partes en aquél sentido, según declararon las sentencias de 24 de Noviembre de 1926 , 8 
de Julio de 1945 , 22 de Octubre de 1956 , 7 de Febrero de 1966 y 16 de Diciembre de 
1970 , entre otras, debiendo entenderse en caso contrario que se trata de un simple 
anticipo a cuenta del precio que sirve, precisamente, para confirmar el contrato 
celebrado. (  sentencia de 10 de Marzo de 1986  (RJ 1986, 1167)  ). Estas arras son las 
que contempla el artículo 1454. El deudor cumple o no, sin que conste ni interese la 
posible voluntad de incumplimiento, ni la culpabilidad, ni la imposibilidad. Se ha 
pactado algo que contempla el Código civil y debe ser aceptado y observado. La 
numerosa jurisprudencia se ha referido a este pacto, en cuanto a si lo hay 
verdaderamente, no a su ejecución, que, en principio, no plantea problemas y es el caso 
presente…Es un pacto que ratifica o refuerza el artículo 1124 aunque esto lo separa de 
las arras penales que permiten exigir el cumplimiento y si incumple, además, la pena, 
como cláusula penal. No es el caso de las presentes arras penitenciales”, Tribunal 

Supremo (Sala de lo Civil, Sección1ª) Sentencia núm. 59/2012 de 22 febrero, 
“…conviene la cita de la  sentencia de esta Sala núm. 643/2010, de 27 octubre  (RJ 
2010, 7609)  , que refiriéndose a la  sentencia de 31 julio 1992  (RJ 1992, 6505)  , 
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seguida por otras muchas, distingue los tres tipos de funciones que las arras pueden 
cumplir: "como señal de la celebración de un contrato, en que la cantidad entregada es 
anticipo o parte del precio (arras confirmatorias), como garantía del cumplimiento o 
arras penales, que se pierden si el contrato se incumple, pero que no permiten desligarse 
del mismo; y como arras penitenciales, que son las únicas que permiten resolver o 
desistir del contrato [...]". Asimismo la  sentencia de 29 junio 2009  (RJ 2009, 4762)  
insiste en que las arras penales no permiten desistir del contrato, cuando afirma que 
«encaja también en las de carácter penal, las cuales, a diferencia de las penitenciales, se 
pactan como simple garantía del cumplimiento del contrato mediante su pérdida o 
devolución doblada, pero no al objeto de que las partes puedan desistir lícitamente del 
contrato con tal proceder» (en igual sentido, las  sentencias de 16  (RJ 2009, 1987)  y 
 24 marzo 2009  (RJ 2009, 1660) , Audiencia Provincial de Valencia (Sección 6ª), 

Sentencia núm. 788/2006 de 27 diciembre, “Debemos recordar final mente que dice la 
sentencia TS 1ª, S 22-09-1999, núm. 746/1999, rec. 1706/1997 . Pte: Villagómez Rodil, 
Alfonso (EDJ 1999/28195): "Las arras confirmatorias actúan en el ámbito obligacional 
de los contratos con fuerza vinculante que no faculta, por tanto, para resolver las 
obligaciones contraídas y que normalmente se corresponden con las entregas o anticipos 
del precio a cuenta (Sentencia de 25 marzo 1995 EDJ 1995/1219 ); en cambio las arras 
penitenciales, contempladas en el art. 1454 del Código Civil , autorizan a las partes, por 
mediar concierto libremente convenido, conforme a la libertad contractual consagrada 
en el art. 1255 , a desistir del negocio a su arbitrio, pero cumpliendo con la sanción 
pecuniaria que el precepto autoriza. Las dudas que se presentan en cada supuesto sobre 
la calificación correspondiente a las cantidad que el comprador entrega 
anticipadamente, han de resolverse utilizando las normas legales que disciplinan la 
interpretación de los contratos, en la procura de determinar cual fue la voluntad 
indubitada de las partes respecto al alcance y eficacia de las arras que se discuten, lo que 
impone el estudio hermenéutico de la referida cláusula ... dado que el art. 145 no tiene 
carácter imperativo, siempre y cuando la voluntad negocial de las partes establezca de 
forma precisa y rotundamente expresada la condición de arras de tal clase y de forma 
que los anticipos entregados tengan esa finalidad, que debe resultar bien constatada en 
el documento que refleja el contrato (Ss. de 16-3- 1992 EDJ 1992/2514, 31-7-1992 EDJ 
1992/8474, 28-9-1992 EDJ 1992/9284, 28-3-1993, 11-12-1993 EDJ 1993/11268, 4-3-
1996, 28-3-1996 EDJ 1996/1925 y 18-10-1996 EDJ 1996/6733)". Pues, conforme 
recuerda TS 1ª, S 18-10-1996, núm. 827/1996, rec. 712/1993 . Pte: González Poveda, 
Pedro EDJ 1996/6733, en relación al texto del art. 1454 del Código Civil "la 
interpretación de dicho precepto sustantivo llevada a cabo por esta Sala, en razón a su 
excepcionalidad y exigente interpretación restrictiva del clausulado contractual, viene a 
sentar que no se trata de norma de derecho necesario. Para que tenga aplicación y 
resulte vinculante a las partes, se impone con rigor que la voluntad de las mismas resulte 
clara, precisa y esté rotundamente expresada en el contrato, es decir debe hacerse 
constar la función penitencial de los anticipos entregados (sentencias de 4 de noviembre 
de 1991 EDJ 1991/10398, 3 de octubre de 1992 EDJ 1992/9594, 11 de diciembre de 
1993 EDJ 1993/11268, 21 de junio de 1994 EDJ 1994/5510 y 24 de marzo de 1995 ), 
pues, en otro caso, cualquier entrega dineraria llevada a cabo por el comprador -
respetando la reglamentación del contrato-, ha de reputarse como integrante del precio y 
pago anticipado del mismo, que sirve para conformar el negocio celebrado", o 
Audiencia Provincial de Valencia (Sección 6ª), Sentencia núm. 324/2012 de 25 
mayo, “…siguiendo la sentencia del Tribunal Supremo de 21-6-94 (RJ 1994\4968) 
puede sintetizarse que  "En orden a la naturaleza del pacto de arras, la jurisprudencia de 
la Sala viene admitiendo la existencia de las siguientes clases: a) Penitenciales, que son 
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las que parece contemplar el  art. 1454   CC  ( LEG 1889, 27 )   () concebidas a la 
manera de multa o pena, correlativa al derecho de las partes de desistir, a su arbitrio, del 
contrato.  b) Confirmatorias, que son índice o expresión de un contrato con fuerza 
vinculante, no facultando, por tanto, para resolver la obligación contraída y, 
normalmente, se corresponden con las entregas o anticipos a cuenta del precio, de lo que 
es ejemplo el supuesto previsto en el  art. 343  CC .  c) Penales, que funcionan de modo 
similar a la cláusula penal del art. 1154, como resarcimiento en este supuesto 
anticipado, para el caso de incumplimiento y siempre con la posibilidad de reclamar ese 
estricto cumplimiento de la obligación pactada", Precisando además que las arras 
penitenciales previstas en el artículo 1454 tienen carácter excepcional, "que exige una 
interpretación restrictiva de las cláusulas contractuales en que se establezcan, de las que 
resulte la voluntad indubitada de las partes en tal sentido..., precisándose para su 
correcta aplicación que conste, de una manera clara y evidente, que tal fue la intención 
de las partes, debiendo entenderse, en caso contrario, que se trata de un simple anticipo 
a cuenta del precio que sirve para confirmar el contrato celebrado" y que "Ha de 
acudirse a las normas interpretativas de los  arts. 1281   a  1289  CC cuando la expresión 
de voluntad no aparezca clara, sea por parquedad o confusión"….”.  
 

TERCERO: Así pues, ha de acudirse, y como  se ha expuesto, “..,.a las normas 
interpretativas de los  arts. 1281   a  1289  CC cuando la expresión de voluntad no 
aparezca clara, sea por parquedad o confusión…”, pues las normas o reglas 
interpretativas contenidas en los arts. 1281 a 1289, ambas inclusive del C.C, constituyen 
un conjunto a cuerpo subordinado y complementario entre sí de las cuales tiene rango 
preferencial y prioritario la correspondiente al primer párrafo del art. 1281, de tal 
manera que si la claridad de los términos de un contrato no dejan duda sobre la 
intención de las partes no cabe la posibilidad de que entren en juego las restantes reglas 
contenidas en los artículos siguientes que vienen a funcionar con el carácter de 
subsidiarias respecto de la que preconiza la interpretación literal, y todo ello resulta 
coincidente con la reiterada doctrina jurisprudencial (SS. 2-11-83, 3-5 y 22-6-84, 10-1, 
5-2, 2-7 y 18-9-85, 4-3, 9-6 y 15-7-86, 1-4 y 16-12-87, 20-12-88 y 19-1-90), y así el 
artículo 1.281 es un precepto que no excluye la interpretación, sino que la presupone, y 
forma con el artículo 1.282 un conjunto orgánico, complementándose ambos (S.S. de 24 
de junio de 1.964 y de 26 de mayo de 1.965). Y ello es así, que hasta cierta doctrina 
científica, afirma que ambos preceptos constituyen una sola norma, debiendo entenderse 
que las normas de interpretación establecidas en el Código Civil tienen carácter de 
subsidiariedad en su aplicación, de forma que cuando la literalidad de las cláusulas de 
un contrato sean claras, no son de aplicar otras reglas diferentes que la que corresponde 
al sentido gramatical, ni que entren en juego las restantes reglas contenidas en los 
artículos siguientes (Sentencias de 1 de Abril de 1.987; 20 de Diciembre de 1.988; 10 de 
Mayo de 1.991; ó 29 de Marzo de 1.994); y es que el artículo 1.281 del Código Civil 
consta de dos párrafos previstos para supuestos distintos y el 1.282 es supletorio del 
párrafo segundo del artículo 1.281 y no del primero, radicando la finalidad del precepto 
en evitar que se tergiverse lo que aparece claro o que se admita, sin aclarar, lo que se 
ofrezca oscuro, siendo factor decisivo de interpretación, en el primer supuesto, las 
palabras empleadas y, en el segundo, la intención evidente de los contratantes 
(Sentencias de 4 de Junio de 1.964 ó 20 de Febrero de 1.984); es decir, las reglas 
interpretativas contenidas en arts. 1281 a 1289 CC forman un conjunto armónico entre 
sí, todas están subordinadas al pfo. 1º del art. 1281, que tiene rango preferencial y 
prioritario (SS 10 mayo 1991; 1 marzo 1993; 29 marzo 1994 y 28 junio 1995), de 
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manera que la indagación sobre la intencionalidad de las partes es necesaria si la 
claridad de los términos de los contratos deja dudas sobre su sentido. 
 

CUARTO:  Dicho lo cual, se acude al contrato de compraventa en el que se 
indica “El precio pactado de esta compraventa es el que figura en el Anexo I, que 
forma parte integrante de este contrato”, Anexo en el que se lee “PRIMERO.- El 
precio total pactado de esta compraventa de la vivienda sita en Madrid, calle 
Alcalde Sainz de Baranda, número 58, Escalera Izquierda, piso 12 Derecha, es 
el de TRES CIENTOS CUARENTA Y CINCO MIL EUROS (345.000.-
€).SEGUNDO.- El precio pactado se hará efectivo de la siguiente forma: a)En 
este acto, se hace entrega de la cantidad de TREINTA Y CUATRO MIL 
QUINIENTOS EUROS (34.500.-€), mediante transferencia bancaria…. b)El 
resto del precio, esto es la cantidad de TRESCIENTOS DIEZ MIL 
QUINIENTOS EUROS (310.500.-€) se hará efectivo el día del otorgamiento de 
la Escritura Pública de Compraventa”, y si bien en el Anexo aportado por la 
demandada se emplea la expresión “concepto arras”, ni del contrato ni de sus 
Anexos se deriva que las partes pactaran una arras penales o penitenciales más 
allá de unas simples arras confirmatorias, pues en ningún momento se utilizan 
dichas expresiones ni se alude a que la compradora perdería la suma entregada 
en caso de incumplimiento o se sancionase el mismo, tratándose de  una entrega o 
anticipo a cuenta del precio, o en otras palabras, de una señal o parte del precio o prueba 
de la celebración del contrato, o de un principio de ejecución, (y así se señala “En este 
acto, se hace entrega de la cantidad de TREINTA Y CUATRO MIL 
QUINIENTOS EUROS … b)El resto del precio, esto es la cantidad de 
TRESCIENTOS DIEZ MIL QUINIENTOS EUROS (310.500.-€) se hará efectivo 
el día del otorgamiento de la Escritura Pública de Compraventa”), citando a 
tal fin al Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección1ª), Sentencia núm. 583/2018 

de 17 octubre, “Dada la redacción de la cláusula contractual referente a las arras, 
transcrita en el primer fundamento de derecho, el juzgado de primera instancia las 
consideró arras penitenciales (es decir, que el comprador se aquietaba a la pérdida de las 
arras, al desistir del contrato), dada la referencia que se hacía en la cláusula al  art. 
1454   del  C. Civil  (LEG 1889, 27) , por lo que el demandante y vendedor retenía 
240.408,84 euros que se habían entregado como señal, y tenía que devolver 721.214,52 
euros, que había recibido como pagos a cuenta, más intereses legales, mientras que el 
comprador no tenía que hacer frente al resto de los pagos pendientes hasta 1.803.036 
(precio íntegro de la compraventa) y se conformaba con la pérdida de la señal o arras 
entregadas (240.408,84 euros).  Por el contrario la Audiencia Provincial declaró que las 
arras eran confirmatorias, es decir entregadas como mera garantía o prueba de la 
operación y como parte del precio, declarando que la mención en la cláusula al  art. 
1454   del C. Civil no era suficiente para considerarlas arras penitenciales, pues para 
nada se refería el contrato al desistimiento, debiendo interpretarse la cláusula 
restrictivamente.  Esta sala ha declarado en  sentencia 581/2013, de 26 de septiembre  
(RJ 2013, 6402) , que:  «No se discute que sean confirmatorias, pues todas las arras lo 
son, al acreditar la perfección del contrato de compraventa y que las simplemente 
confirmatorias constituyen una señal o parte del precio ( sentencias de 4 marzo 1996 y 
17 octubre 1996). Tampoco son arras penales que tienen naturaleza de cláusula penal y 
así lo expresan las sentencias del 25 octubre 2006, 27 octubre, uno de diciembre de 
2011, en estos términos:  »La calificación de esta cláusula es clara: es una cláusula 
penal que se impone a la vendedora, caso de que incumpla y no entregue el inmueble 
libre de ocupantes. Se puede calificar de arras penales que no son sino una cláusula 
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penal, por la que la parte puede exigir el cumplimiento de la obligación y sólo en caso 
de incumplimiento, exigir que se ejecute dicha cláusula; en ningún caso aparece 
formulada como las arras de desistimiento que prevé el  art. 1454   del Código Civil.  
»Se trata de la clásica y exacta definición de las arras penitenciales, que no llevan a otra 
cosa que a la obligación facultativa: puede cumplir o pagar lo pactado, como opción del 
deudor. Así se pronuncian las sentencias del 24 octubre 2002, 24 marzo 2009, 29 junio 
2009.  »Ante la imposibilidad de dar un concepto unitario de las arras, la doctrina 
moderna distingue las siguientes modalidades de ellas: a) Confirmatorias. Son las 
dirigidas a reforzar la existencia del contrato, constituyendo una señal o prueba de su 
celebración, o bien representando un principio de ejecución. b) Penales. Su finalidad es 
la de establecer una garantía del cumplimiento del contrato mediante su pérdida o 
devolución doblada, caso de incumplimiento. c) Penitenciales. Son un medio lícito de 
desistir las partes del contrato mediante la pérdida o restitución doblada. Esta última es 
la finalidad reconocida por el artículo 1454. Siendo doctrina constante de la 
jurisprudencia la de que las arras o señal que, como garantía permite el artículo 1454, 
tienen un carácter excepcional que exige una interpretación restrictiva de las cláusulas 
contractuales de las que resulte la voluntad indubitada de las partes en aquél sentido, 
según declararon las sentencias de 24 de Noviembre de 1926, 8 de Julio de 1945, 22 de 
Octubre de 1956, 7 de Febrero de 1966 y 16 de Diciembre de 1970, entre otras, 
debiendo entenderse en caso contrario que se trata de un simple anticipo a cuenta del 
precio que sirve, precisamente, para confirmar el contrato celebrado. ( sentencia de 10 
de Marzo de 1986).  »Estas arras son las que contempla el artículo 1454. El deudor 
cumple o no, sin que conste ni interese la posible voluntad de incumplimiento, ni la 
culpabilidad, ni la imposibilidad». Para llegar a esta conclusión, esta sala calificaba las 
arras penitenciales, en la mencionada sentencia 581/2013, partiendo de la siguiente 
cláusula:  «Por tanto la cantidad entregada antes de la firma de la escritura pública es de 
580.900.-€ que serán entregadas en concepto de arras, según lo estipulado en el  artículo 
1454   del Código Civil, es decir en caso de que la parte compradora desista perderá 
íntegramente las arras entregadas, y si fuera la parte vendedora, las devolverá 
duplicadas».  En el mismo sentido las  sentencias 485/2014, de 23 de septiembre  (RJ 
2014, 4958) , y  507/2018, de 20 de septiembre  (JUR 2018, 249977)  Es decir, procede 
desestimar el motivo y confirmar la resolución recurrida, dado que la mera mención al 
 art. 1454   del C. Civil, no expresa con claridad cuáles son las obligaciones que 
contraen las partes, por lo que al ser una variedad de arras de interpretación restrictiva 
habría sido preciso acreditar que la intención de los contratantes era pactar las arras para 
el caso de desistimiento del comprador, lo cual no se deduce del texto de la cláusula, 
cuando en los supuestos referidos en las dos sentencias antes mencionadas se reconoció 
el carácter de arras penitenciales, porque las partes así lo hicieron constar expresamente 
en la redacción del contrato, con mención expresa al supuesto de desistimiento, no 
contando la sala, en este caso, con otro medio probatorio o de interpretación de la 
voluntad de las partes”, y Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección1ª), Sentencia 

núm. 116/2013 de 25 febrero, “A) La doctrina distingue entre arras confirmatorias, 
penales y penitenciales. Las primeras, con el fin de reforzar la existencia del contrato, 
constituyen una señal de su celebración. Las segundas, tienen como fin establecer una 
garantía del cumplimiento del contrato mediante su pérdida o devolución doblada para 
el caso de incumplimiento y las últimas, llamadas penitenciales o liberatorias, 
constituyen un medio lícito de desistir las partes del contrato mediante la pérdida o 
restitución doblada. Esta última es la finalidad reconocida por el artículo 1454. Esta 
Sala al interpretar el  artículo 1454   CC  ( LEG 1889, 27 )   , ha declarado, como 
defiende la parte recurrente, que su contenido no tiene carácter imperativo y para que 
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tenga aplicación es necesario que la voluntad de las partes aparezca clara y exprese la 
intención de los contratantes de otorgar la posibilidad de desligarse de la convención 
cumpliendo con la obligación establecida en estas arras (  SSTS de 11 de noviembre de 
2010  (RJ 2010, 8040)  [RC n.º 1485/2006 ],  24 de marzo de 2009  (RJ 2009, 1660) , 
RC n.º 946/2005 ). El empleo de la palabra señal no expresa necesariamente la facultad 
de separarse del contrato, puede ser entendida como anticipo del precio y es posible que 
las partes consideren que las mismas arras que sirven para confirmar el contrato, puedan 
considerarse como penales ante la previsión del incumplimiento, pues las arras siempre 
tienen el carácter de pago en caso de cumplimiento del contrato (  SSTS 16 de marzo de 
2009  (RJ 2009, 1987) , RC n.º 506/2004  20 de febrero de 1996  (RJ 1996, 1261)  , RC 
n.º 2597/1992 )”.  
 

QUINTO: Sentado lo anterior, y partiendo de un primer pago del precio total, la 
siguiente cuestión que debe resolverse es si procede la acción resolutoria instada, 
citando tanto el artículo 1124 CC “La facultad de resolver las obligaciones se entiende 
implícita en las recíprocas, para el caso de que uno de los obligados no cumpliere lo que 
le incumbe. El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución 
de la obligación, con el resarcimiento de daños y abono de intereses en ambos casos. 
También podrá pedir la resolución, aun después de haber optado por el cumplimiento, 
cuando éste resultare imposible.El Tribunal decretará la resolución que se reclame, a no 
haber causas justificadas que le autoricen para señalar plazo.Esto se entiende sin 
perjuicio de los derechos de terceros adquirentes, con arreglo a los artículos 1.295 y 
1.298 y a las disposiciones de la Ley Hipotecaria”,  como el artículo 1504 CC “En la 
venta de bienes inmuebles, aun cuando se hubiera estipulado que por falta de pago del 
precio en el tiempo convenido tendrá lugar de pleno derecho la resolución del contrato, 
el comprador podrá pagar, aun después de expirado el término, ínterin no haya sido 
requerido judicialmente o por acta notarial. Hecho el requerimiento, el Juez no podrá 
concederle nuevo término”, y acudiendo al Tribunal Supremo, (Sala de lo Civil, 

Sección 1ª) Sentencia num. 39/2015 de 16 febrero, “En el ámbito de la resolución del 
contrato de compraventa de bienes inmuebles por incumplimiento debe señalarse, desde 
el inicio (ab initio), que el pacto resolutorio expreso del artículo 1504 del Código Civil 
constituye una especificación, o cierta modalización, del marco general de aplicación de 
la acción resolutoria previsto en el artículo 1124 del Código Civil . Esta especificación, 
conforme a la interpretación histórica de la especialidad que presentan los artículos 
1503 a 1505 del citado Texto legal , responde a un reforzamiento de la protección del 
vendedor que se traduce, principalmente, en una mayor objetivación de la aplicación del 
efecto resolutorio del contrato. Reforzamiento, o más vigorosa protección del vendedor 
que, fuera del carácter recíproco de la obligación, también se da o alcanza a otros 
ámbitos del contrato de compraventa, caso de la facultad de suspender la entrega de la 
cosa ante el peligro o riesgo de insolvencia del comprador ( artículo 1468 del Código 
Civil ). No obstante, también debe señalarse, en orden a esta caracterización de la 
figura, que su diferenciación respecto del marco de aplicación general dispuesto por el 
artículo 1124 del Código Civil se ha rebajado notablemente en la actualidad. La razón, 
no es otra, que la necesaria evolución de la doctrina jurisprudencial de esta Sala en 
atención al propio desenvolvimiento que presenta la dinámica resolutoria del contrato y 
que, necesariamente, ha tendido a aproximar ambas acciones. En este sentido, por una 
parte, se ha flexibilizado la excesiva rigidez que inicialmente acompañaba al esquema 
de aplicación de la resolución general ex artículo 1124 del Código Civil (voluntad 
deliberadamente rebelde, etc.). Por otra parte, y de forma más acentuada, la 
aproximación se ha producido con la admisión, también necesaria, de la resolución 
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extrajudicial del contrato mediante la declaración unilateral del vendedor en el marco de 
la acción general de resolución; si bien, dejando su eficacia última, cuando ésta sea 
discutida, a la decisión de los tribunales. Pues bien, en este contexto, y en la línea de la 
mayor objetivación del efecto resolutorio que inspira el artículo 1504 del Código Civil , 
debe señalarse que la dinámica resolutoria incide en dos aspectos que conviene destacar 
en relación al presente caso y que guardan una estrecha relación con el plano general de 
la legitimación activa para el ejercicio de la facultad resolutoria. En efecto, en primer 
lugar, no debe desconocerse que la reciente doctrina jurisprudencial de esta Sala, entre 
otras, STS de 12 de noviembre de 2014 (núm. 414/2014 (RJ 2014, 5911) ), ha 
subrayado el valor del cumplimiento de la obligación como "eje central" de la dinámica 
resolutoria del contrato ( artículo 1124 del Código Civil ) y, en consecuencia, como 
elemento clave de la legitimación activa para su correspondiente ejercicio; presupuesto 

de legitimación que, en ningún caso, ampara a la parte incumplidora del contrato 
frente a la otra parte que cumple o se presta a cumplir. En segundo lugar, y en línea 
de lo anteriormente afirmado, tampoco se puede ignorar que el beneficio que contempla 
el artículo 1504 en favor del comprador, propio de la aplicación del principio de "favor 
debitoris", y cuyo antecedente se encuentra en el artículo 1656 del Código Civil francés, 
que se traduce, a su vez, en una relajación de la anterior objetivación señalada en orden 
a favorecer el pago del comprador aún después de haber expirado el término 
establecido, sólo puede ser aplicado, correctamente, por la vía o el cauce de la 
excepción, pues la legitimación para el ejercicio de la facultad resolutoria sólo se 
contempla en la posición jurídica del vendedor”. 
 

SEXTO:  Se parte ex artículo 217 LEC de un presupuesto fáctico y acreditado 
como es que la demandada vendedora no interpeló o requirió a la actora compradora 
para pagar el resto del precio “judicialmente o por acta notarial”, de igual modo que se 
acredita que DOÑA GUADALUPE LÓPEZ DE LA CALLE fue emplazada para que el 
día 31 de diciembre de 2019 compareciera en la Notaría con objeto de otorgar la 
escritura pública de compraventa y pago del precio, documentos 6 y 7 de los de la 
demanda, compareciendo pero sin otorgarse la escritura, documento nº 8, Acta Notarial, 
en donde se lee “Que, en el día de hoy, DOÑA GUADALUPE LÓPEZ DE LA 
CALLE, ha comparecido en esta Notaría, negándose a firmar la correspondiente 
escritura pública de compraventa para lo que estaba citada, alegando que dicho 
contrato privado de compraventa se encuentra en causa de resolución por haber 
transcurrido los plazos acordados, sin haber sido recibido el precio y pago de la 
compraventa por su voluntad”, y tras recoger las manifestaciones de la legal 
representante de la ahora demandante (“Que esta parte, "MAP ÉXITO & 
INVERSIONES, S.L.", ha comparecido en la Notaría del infrascrito Notario, con objeto 
de elevar a público el contrato de compraventa con precio aplazado de fecha 5 de julio 
de 2.019” y “Que no existe voluntad de impago, todo lo contrario, "MAP ÉXITO & 
INVERSIONES, S.L." ha comparecido en la Notaría con los siguientes medios de 
pago, cheques bancarios nominativos, por importe de 20.000,00 Euros, cargados 
contra la cuenta corriente número ES38-0049-0328- 2623-1042-2304, y 95.964,06 
Euros, cargados contra la cuenta corriente número ES92-0075-1793-1106-0519-
3614.-La parte vendedora como no ha querido firmar la escritura de compraventa, ha 
rehusado a dichos cheques bancarios nominativos”, añade “A la presente acta de 
manifestaciones se incorpora: la copia del borrador que, a falta de precisar 
cuestiones por la vendedora, estaba listo y preparado para su firma; fotocopias 
de los dos cheques bancarios que no se han podido entregar a la vendedora; y el 
burofax y su acuse recibo por el que se emplazaba la vendedora para la firma de 
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la escritura de compraventa de referencia”. Es decir, el Notario da fé de que la 
sociedad se presentó con “los dos cheques bancarios que no se han podido 
entregar a la vendedora”, (no siendo concluyente las manifestaciones del testigo 
máxime cuando no está recogido en el Acta Notarial),  de donde se infiere su 
voluntad de la actora de cumplir y elevar a público el contrato privado de 
compraventa, y ello pese a que transcurrió el plazo inicialmente pactado en el 
contrato, pues y siendo esa circunstancia reconocida por la demandante, no es 
menos cierto como ya se ha dicho que DOÑA GUADALUPE LÓPEZ DE LA 
CALLE no interpeló o requirió a la actora compradora para pagar el resto del precio 
“judicialmente o por acta notarial” como exige el artículo 1504 CC, sin que pueda 
llegarse a la conclusión de que la actora mostrara una actitud obstinadamente rebelde de 
cara al cumplimiento de sus obligaciones, máxime cuando se obstaculizaban las visitas 
comerciales, pues, y pactándose en la Estipulación 4ª que “La parte vendedora 
autoriza a la parte compradora a realizar con sus técnicos y comerciales cuantas visitas 
sean necesarias, atendiendo a los mismos previa llamada telefónica, para fijar fecha y 
hora”, de las distintas comunicaciones  mantenidas entre las partes se infiere y deriva 
una actitud obstativa a permitir las visitas en cuestión como subyace de algunas de las 
conversaciones que por escrito se leen, pues es evidente el propósito inicial de la 
compra del inmueble como es una futura venta posterior, recordando con la Audiencia 

Provincial  de Islas Baleares (Sección 5ª) Sentencia num. 42/2003 de 27 enero, “Con 
todo, el art° 1.504 del Código Civil exige, para la prosperidad de la acción, además de 
los requisitos indispensables cuya concurrencia precisa el art° 1.124 del mismo Texto 
Legal, una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento, excluyéndose cualquier 
imposibilidad, física o jurídica para llevarlo a cabo, cuya apreciación no corresponde en 
esta alzada a esta Tribunal. Los preceptos aludidos se complementan en los casos de 
compraventa de bienes inmuebles pues los requisitos del primer enlazan con los de la 
resolución que se produce por incumplimiento de una condición resolutoria o con la 
facultad legal de resolver el contrato, sin que quepa el pago del precio pactado, una vez 
el comprador haya sido requerido judicialmente o acta notarial. Pues bien, en el 
supuesto de autos ha tenido lugar, y así lo reconoce la demandada-compradora, el 
requerimiento por vía notarial que fue –y así debe serlo– de resolución, y NO de pago 
pues de lo contrario se le instaría al cumplimiento contractual, y en definitiva se le 
notificaba fehacientemente la decisión de resolver por parte de la entidad vendedora, 
con carácter previo a la interposición de la demanda, a fin de que judicialmente se 
declarare la resolución”, y Audiencia Provincial  de Alicante (Sección 7ª) Sentencia 

num. 99/2003 de 25 febrero, “A este respecto se recoge, por ilustrativa respecto a un 
cambio de criterio en la temática aquí planteada, parte de la Sentencia del Tribunal 
Supremo de fecha 14-11-98 en la que se puede leer: «La sentencia recurrida aprecia que 
no ha existido una voluntad deliberadamente rebelde del vendedor a cumplir, lo que se 
opone frontalmente a su afirmación de que el vendedor es responsable de los 
incumplimientos de la contrata. Por otra parte, las sentencias en que funda ese su 
criterio sobre la resolución fueron rectificadas por otras de esta Sala en que se exige 
para que haya un verdadero incumplimiento la frustración de la legítima expectativa de 
la parte cumplidora en cuanto al fin del contrato ínsito en la causa ( SS. de 18 de octubre 
de 1983 , 4 de marzo de 1986 ), o bien que no es preciso una tenaz y persistente 
resistencia al cumplimiento, bastando con que al incumplidor pueda atribuírsele una 
conducta voluntaria –no señalada por justa causa que la origine– obstativa al 
cumplimiento del contrato en los términos en que se pactó ( SS. de 5 de junio de 1989 , 
24 de febrero de 1990 y 7 de junio de 1991 )” 
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A su vez y por último también se deriva que DOÑA GUADALUPE LÓPEZ DE LA 
CALLE no cumplió el resto de sus respetivas obligaciones, pues en el contrato de 
compraventa se señala que “ … MAP & INVERSIONES, S.L. compra a DOÑA 
GUADALUPE LÓPEZ DE LA CALLE fa vivienda descrita sita en Madrid, en calle 
Alcalde Sainz de Baranda, número 58, Escalera Izquierda, piso 12 Derecha, como 
cuerpo cierto y conocidos con todo lo que les sea accesorio e inherente a la misma, 
libre de cargas y gravámenes, estando al corriente de pago de arbitrio e impuestos 
que pudieran corresponderle, así como de suministros, gastos de comunidad y 
derramas ordinarias y extraordinarias existentes y aquellas que pudieran ser 
aprobadas con anterioridad al otorgamiento de la Escritura Pública”, sin que la 
parte demandada acredite estar libre de cargas y gravámenes el inmueble ( pactando 
en el contrato que la finca tiene una  hipoteca a favor de Banco Santander Central 
Hispano, S.A.,), añadiendo la Estipulación 5ª que “La parte vendedora se obliga a 
presentar el día de la firma de la Escritura Pública, original del Título de propiedad, 
Certificado de Eficiencia Energética, Certificado de la Comunidad de Propietarios de 
estar al corriente de pago y último recibo de IBI”, sin que del Acta Notarial ni de otro 
medio de pruebe resulte acreditado ex artículo 217 LEC que la vendedora acudiera a 
Notaria con dicha documentación ni acreditara la cancelación de la hipoteca, con la 
correspondiente estimación de la demanda, declarando la resolución del contrato 
privado de compraventa de fecha 5 de Julio del 2019 y condenando a la demandada a 
estar y pasar por esa declaración y a devolver a la actora los 34.500 Euros recibidos por 
aplicación del artículo 1124 CC. 
 

SEPTIMO: Respecto del pago de los intereses moratorios reclamados, el 
artículo 1101 CC dispone que “Quedan sujetos a la indemnización de los daños y 
perjuicios causados los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, 
negligencia o morosidad, y los que de cualquier modo contravinieren al tenor de 
aquéllas”, añadiendo el 1108 que “Si la obligación consistiere en el pago de una 
cantidad de dinero, y el deudor incurriere en mora, la indemnización de daños y 
perjuicios, no habiendo pacto en contrario, consistirá en el pago de los intereses 
convenidos, y a falta de convenio, el interés legal”, recordando a su vez que según el 
artículo 1100 “Incurren en mora los obligados a entregar o a hacer alguna cosa desde 
que el  acreedor les exija judicial o extrajudicialmente el cumplimiento de su obligación. 
No será, sin embargo, necesaria la intimación del acreedor para que la mora exista: 1º) 
Cuando la obligación o la ley lo declaren así expresamente. 2º) Cuando de su naturaleza 
y circunstancias resulte que la designación de la época en que había de entregarse la 
cosa o hacerse el servicio, fue motivo determinante para establecer la obligación. En las 
obligaciones recíprocas ninguno de los obligados incurre en mora si el otro no cumple o 
no se allana a cumplir debidamente lo que le incumbe. Desde que uno de los obligados 
cumple su obligación, empieza la mora para el otro”. 
Estos intereses legales no se aplican en aquellos casos en que la cantidad no sea líquida 
y determinada, citando nuestra jurisprudencia el aforismo “in liquet non fit mora”, cosa 
que ocurre en el presente supuesto, en el que la cantidad reclamada al deudor y 
confirmada por éste Juzgado, ya consta como líquida desde la admisión de la demanda 
por Decreto de 15 de Diciembre del 2020, imponiendo desde esa fecha los intereses 
legales del dinero, y hasta la fecha de la Sentencia, a partir de la cual y hasta su 
completo pago o ejecución, se aplicarán los intereses procesales del artículo 576 LEC. 
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OCTAVO: En materia de costas, el artículo 394 LEC dispone que “1. En los 

procesos declarativos, las costas de la primera instancia se impondrán a la parte que 
haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que el tribunal aprecie, y así lo 
razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho”. 
 

Las costas por tanto se imponen a la parte demandada según el artículo 394 Ley 
de Enjuiciamiento Civil. 
 

FALLO 
 
 

ESTIMANDO la demanda interpuesta por MAP ÉXITO E INVERSIONES S.L., 
representado por la Procuradora Sra. RODRÍGUEZ CRESPO y asistido por el Letrado 
Sr. GARCÍA-VIDAL ESCOLA contra DOÑA GUADALUPE LÓPEZ DE LA CALLE 
representada por la Procuradora Sra. MADRID SANZ y asistida por el Letrado Sr. 
SAIZ NICOLÁS,  DEBO DECLARAR Y DECLARO resuelto contrato el privado de 
compraventa de fecha 5 de Julio del 2019 objeto del presente procedimiento 
CONDENANDO a DOÑA GUADALUPE LÓPEZ DE LA CALLE a estar y pasar por 
esa declaración y a abonar a MAP ÉXITO E INVERSIONES S.L la suma de 34.500 
Euros ( TREINTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS EUROS), imponiendo el pago de 
los intereses en los términos expuestos en la presente  resolución, imponiendo a la parte 
demandada las costas del presente procedimiento. 

  
Contra la presente resolución cabe interponer recurso de APELACIÓN en el 

plazo de VEINTE DIAS, ante este Juzgado, para su resolución por la Ilma. Audiencia 
Provincial de Madrid (artículos 458 y siguientes de la L.E.Civil), previa  constitución de 
un depósito de 50 euros, en la cuenta 2454-0000-04-0598-20 de este Órgano. 

 
Si las cantidades van a ser ingresadas por transferencia bancaria, deberá 

ingresarlas en la cuenta número IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274, indicando en 
el campo beneficiario Juzgado de 1ª Instancia nº 26 de Madrid, y en el campo 
observaciones o concepto se consignarán los siguientes dígitos 2454-0000-04-0598-20 

 
Así por esta sentencia lo pronuncio, mando y firmo. 
 

El/la Juez/Magistrado/a Juez 
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